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El Defensor del Pueblo, el Defensor del Pueblo Andaluz, el Síndic de Greuges de Catalunya, la 
Valedora do Pobo de Galicia, el Diputado del Común de Canarias, el Ararteko del País Vasco, el 

Justicia de Aragón, el Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana, el Procurador del Común de 
Castilla y León y el Defensor del Pueblo de Navarra se han reunido en Alicante en las XXXIII 
Jornadas de Coordinación de los Defensores del Pueblo, que han tenido por objeto “La atención 
a mujeres y menores víctimas de violencia de género”, y desean difundir la siguiente 

DECLARACIÓN 

1º. Las Defensorías del Pueblo manifiestan su firme voluntad de mantener su total compromiso 
con la prevención y en la lucha contra la violencia de género, resultando necesario que los poderes 
públicos sigan dando respuesta a este problema que constituye una flagrante violación de los 
derechos humanos de las mujeres y de los niños y niñas a su cargo, así como un obstáculo 
fundamental para la realización de la igualdad entre mujeres y hombres. Este problema sigue 
existiendo y haciéndose visible, por cuanto que numerosas mujeres continúan siendo controladas, 
amenazadas, agredidas y asesinadas. 

Las Defensorías del Pueblo recordamos que la Constitución consagra derechos fundamentales 
como la libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y la no discriminación; y que uno de los ataques 
más graves a los mismos lo constituye la violencia de género, a la que los poderes públicos no 
pueden ser ajenos. Esos mismos poderes públicos tienen, conforme a lo dispuesto en el artículo 
9.2 de la Constitución, la obligación de adoptar medidas de acción positiva para hacer reales y 
efectivos dichos derechos, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. 

Reconociendo esta realidad y en cumplimiento de la obligación de garantizar los derechos 
constitucionales de quienes, directa o indirectamente, sufren las consecuencias de este tipo de 
violencia, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra 
la violencia de género, pretende “proporcionar una respuesta global a la violencia que se ejerce 
sobre las mujeres” que, en la actualidad, se ha hecho extensiva a las personas menores a su 

cargo. 

No obstante, teniendo en cuenta que, pese al tiempo transcurrido desde su aprobación y las 
novedades normativas producidas tanto en el marco europeo como a nivel nacional, esta lacra 
social aún está lejos de erradicarse, se ha planteado la necesidad de la revisión de su texto, así 
como la conveniencia de nuevos desarrollos normativos. 

Por ello, instamos al Estado y a las comunidades autónomas a que procedan a la revisión, 
actualización y adaptación del texto vigente de la Ley Orgánica 1/2004 de 28 de diciembre, y a 
que impulsen los cambios legislativos necesarios para ampliar el concepto de violencia de género 
a todos los tipos de violencia contra las mujeres y violencia doméstica contenidos en el Convenio 
de Estambul. 

 

2º. Demandamos de las administraciones públicas la puesta en marcha y la realización, con la 
mayor urgencia posible, de las actuaciones contenidas en el Pacto de Estado contra la violencia 
de género, aprobado por el Congreso de los Diputados el 28 de septiembre de 2017, haciendo 
un llamamiento a los órganos legislativos estatales y de aquellas comunidades autónomas con 
derecho civil propio, para que las modificaciones que afecten al interés de los menores no resulten 
de distinta aplicación según el marco jurídico civil aplicable. 

 

3º. Concluimos que la detección de la violencia de género requiere protocolizar las actuaciones 
de los diferentes servicios, de forma que se asegure su homogeneidad, el control de su 
cumplimiento, la adecuada coordinación entre organismos y administraciones, así como su 
periódica evaluación, revisión y actualización. 
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La intervención pública ha de complementarse con las aportaciones de las asociaciones y redes 
comunitarias que tengan por objeto la igualdad de la mujer o la lucha contra la violencia de 

género. 

Ha de establecerse normativamente que la actuación mediadora deba pronunciarse, 
expresamente, sobre si alguna de las partes ha referido en alguna ocasión la existencia de 
violencia o malos tratos a algún miembro de la familia, siendo necesario que los y las profesionales 
que la ejerzan acrediten formación específica en materia de detección de violencia de género y 
malos tratos a menores. 

 

4º. Consideramos que los centros especializados de atención y acogida a víctimas de violencia de 
género requieren de mejoras en el funcionamiento y diseño, sobre todo en la primera acogida, 
así como el refuerzo y la estabilidad de sus plantillas y en la adaptación de estos recursos a las 
necesidades específicas de atención a menores y mujeres víctimas de violencia de género en 
situación de especial vulnerabilidad. 

Igualmente, se debe garantizar la seguridad y protección a las víctimas y al personal que las 
atiende, así como la suficiencia de plazas y la temporalidad, la calidad de los recursos, la 
supervisión externa de los profesionales y la valoración por las propias personas usuarias. 
Asimismo, se debe revisar la aplicación del Protocolo de derivación entre Centros. 

 

5º. Recomendamos que se refuerce la capacitación y sensibilización, en materia de violencia de 

género, de todo el personal que interviene en la protección integral a las víctimas de este tipo de 
violencia, mediante formación especializada, continuada, obligatoria y evaluable, que preste 
atención particular a las necesidades de las víctimas en situación de especial vulnerabilidad y a 
las necesidades e intereses de las personas menores. 

 

6º. Recomendamos que se tomen medidas que refuercen y garanticen la confidencialidad en el 
tratamiento de los datos de las mujeres y menores víctimas de violencia de género, como garantía 
de su indemnidad y de la protección de otros derechos esenciales del ser humano. 

 

7º. Detectamos la necesidad de disponer de información y de datos fiables en cada territorio 
sobre las víctimas de violencia de género, para lo que consideramos necesario la recogida y 
sistematización de los datos e indicadores que permitan cuantificar, con rigor, la realidad sobre 
el número de estas víctimas, especialmente la de los niños, niñas y adolescentes. 

 

8º. Sugerimos la mejora de la calidad de los servicios públicos de atención integral a las víctimas 
de violencia de género y de protección de menores, así como la incorporación de técnicas de 
evaluación de las políticas públicas, elaborando y ejecutando para ello un plan específico de 

inspección anual. 

 

9º. Consideramos que el derecho de las víctimas de violencia de género a recibir plena 
información y asesoramiento personalizado debe garantizarse mediante la ampliación y 
reordenación del mapa de los servicios y su dotación suficiente de personal, evitando tanto las 
dilaciones en la atención como la discriminación por razón del territorio en el que resida la víctima. 

Asimismo, se ha de asegurar la calidad y actualización de la información, particularmente de la 
difundida en las páginas web, y arbitrar los medios necesarios para garantizar el acceso integral 
a la información y la comprensión sobre los derechos y recursos de las mujeres con discapacidad 
y de aquellas con mayor dificultad por causas personales o sociales. 
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10º. Consideramos necesario que la acreditación de la condición de víctima de violencia de género 
pueda refrendarse mediante instrumentos más amplios y homogéneos en todo el territorio 
nacional. 

Asimismo, ha de reconocerse la condición de víctimas de violencia de género a las personas 
menores de edad y a los hijos e hijas declarados incapaces mediante un título acreditativo 
autónomo. 

 

11º. Concluimos que la asistencia social integral debe garantizarse y canalizarse mediante un 
Plan de Intervención, participado y personalizado para la víctima, que contemple, en todo caso, 
la protección de las personas menores de edad a su cargo, que tenga el adecuado seguimiento 
y que comprenda las medidas necesarias de toda índole, de forma que la recuperación sea 
integral, real y efectiva. 

 

12º. Detectamos que la asistencia sanitaria y psicológica que se presta a las víctimas de violencia 
de género es insuficiente, siendo necesario cumplir los protocolos existentes y revisar la 
derivación a los servicios especializados de salud. 

Para ello, se hace preciso reforzar las plantillas de profesionales que prestan asistencia psicológica 
especializada a las víctimas —mujeres y menores—, garantizando la calidad y la intensidad de las 
sesiones de intervención terapéutica o psicoterapéutica y su adaptación a las particularidades de 
las personas menores de edad, así como el tratamiento de las víctimas con problemáticas 
asociadas, para su recuperación integral. 

 

13º. Consideramos que el derecho a la asistencia jurídica especializada y gratuita de las víctimas 
de violencia de género requiere, inexcusablemente, que en la regulación del turno de oficio por 
los Colegios de Abogados se exija la adecuada especialización en violencia de género y en materia 
de protección de menores. Estimamos igualmente necesaria la supervisión y evaluación de la 
actuación de los Colegios de Abogados por parte de los órganos de la Administración Autonómica 
competentes para ello. 

 

14º. Concluimos que la inserción socio laboral de las mujeres víctimas de violencia de género es 
esencial para propiciar su recuperación integral. En este sentido, se estiman como medidas 
necesarias: la dotación suficiente del Programa de empleo que permita garantizar y hacer 
efectivas las medidas que contemple; homogeneizar los criterios que permiten obtener el informe 
de “difícil empleabilidad”; implementar la figura de personal técnico de inserción laboral; fomentar 
la celebración de convenios laborales y la creación de bolsas de trabajo específicas; impulsar el 
establecimiento de cláusulas sociales en los contratos que celebren las Administraciones Públicas; 
acordar medidas de compatibilización horaria de los cursos de formación con los horarios de los 

centros escolares y de las escuelas infantiles, todo ello a fin de garantizar el acceso prioritario al 
empleo de las víctimas de violencia de género. 

 

15º. Estimamos oportuno interesar la modificación del RD 1452/2005, de 2 de diciembre, que 
regula la ayuda social del artículo 27 de la LO 1/2004, con la finalidad de establecer criterios más 
claros y comunes, en todo el Estado, para las beneficiarias de dicha ayuda, la flexibilización de 
sus requisitos y la mejora de los mecanismos de control y seguimiento por las administraciones 
con competencia en su tramitación, garantizando en todo caso la compatibilidad de la misma con 
otras ayudas de carácter autonómico o local.  
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Reclamamos una dotación presupuestaria suficiente que garantice el acceso a estas ayudas; 
llamamos la atención sobre la necesaria observancia de los plazos de tramitación y concesión; y 

sugerimos la admisión de los informes acreditativos de las circunstancias sociales como parte del 
expediente del servicio de empleo autonómico para la concesión de dicha ayuda. 

 

16º. Consensuamos que, en el acceso a la Renta Activa de Inserción de las mujeres víctimas de 
violencia de género, concurren obstáculos de tramitación que deben ser corregidos, siendo 
necesario simplificar su tramitación administrativa y modificar su regulación, permitiendo acceder 
al programa a la mujer víctima de violencia de género a causa de posteriores maltratadores 
distintos, aun cuando haya agotado el número máximo de anualidades previstas. 

 

17º. Defendemos el derecho de las mujeres víctimas de violencia de género a acceder, con 
carácter prioritario, a viviendas protegidas y residencias públicas para mayores, y subrayamos la 
obligación de la legislación de garantizar esta prioridad de forma suficiente, mediante el 
incremento de los recursos económicos destinados a ello, la reserva obligatoria de viviendas, la 
flexibilización de los requisitos para el acceso y la posibilidad de permuta de viviendas protegidas. 

Se hace necesario propiciar reformas normativas en las que se contemple el acceso prioritario e 
inmediato de las mujeres mayores víctimas de violencia de género, siempre que lo precisen, a un 
Centro Residencial. 

 

18º. Valoramos positivamente el servicio de teleasistencia móvil para víctimas de violencia 
de género, siendo necesario perseverar en corregir sus disfuncionalidades puntuales. 

 

19º. Valoramos el control y la seguridad que proporciona el dispositivo telemático de 
localización, considerando preciso invertir en mejoras técnicas que aseguren su correcto 
funcionamiento y simplifiquen su empleo. 

 

20º. Concluimos que el tratamiento en el ámbito judicial de las víctimas de violencia de género 
presenta carencias relevantes que merman sus derechos e influyen negativamente en los 
procedimientos, siendo esencial que se cumpla íntegramente el Estatuto de la Víctima, se respete 
el derecho a su intimidad, se mejore la coordinación y la comunicación de los Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer con los servicios especializados de atención integral, se incrementen los 
medios materiales y humanos en las Unidades de Valoración Integral Forense y se asegure la 
especialización de sus profesionales para valorar adecuadamente la violencia psíquica y propiciar 
una mayor profesionalización del servicio de interpretación y traducción en los Juzgados. 

 

21º. Concluimos que la consecución de la atención integral a las víctimas de violencia de género 
debe sustentarse en la coordinación institucional, para lo cual consideramos esencial que se 
desarrollen los planes y protocolos de Coordinación Interinstitucional, se evalúe su eficacia, se 
establezcan mecanismos de control de su aplicación y se estudie su mejora. 

 

22º. Concluimos que, cuando se acuerde régimen de visitas entre el agresor y sus hijos e hijas 
menores de edad, los juzgados y tribunales han de pronunciarse, expresamente, sobre las 
medidas a adoptar en relación a los mismos. El régimen de visitas establecido ha de desarrollarse 
con las máximas garantías y seguridad para las víctimas. Asimismo, ha de garantizarse el derecho 
del niño o niña víctima de violencia de género a ser escuchado de forma activa en las decisiones 
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que les afecten en todos los ámbitos, especialmente, en el judicial. En cualquier caso, ha de 
tenerse siempre en cuenta el interés superior del menor. 

En el supuesto de la existencia de medidas cautelares en el ámbito penal u orden de protección, 
recomendamos una modificación normativa que propicie la suspensión temporal de la patria 
potestad para el padre presunto agresor o de la figura análoga en el derecho civil foral aplicable. 

 

23º. Es necesario que en los Puntos de Encuentro Familiar (PEF) se garantice el derecho de la 
persona menor a ser oída; que se promueva la receptividad y la agilidad en el intercambio de 
información entre juzgados y PEF; la adecuación de las plantillas y su formación en violencia de 
género; el establecimiento de mecanismos de coordinación entre los PEF y los dispositivos de 
atención integral a las mujeres víctimas; así como el control y supervisión externa de los PEF por 
parte de la Administración competente. 

 

24º. Concluimos que, en el ámbito educativo, la prevención y lucha contra la violencia de género 
requiere reflexionar en profundidad sobre las causas que han propiciado la actual situación de 
violencia de género entre adolescentes y, tomando como base el resultado que arrojen estos 
estudios, diseñar un proceso de intervención encaminado a la eliminación de este tipo de violencia 
en los centros educativos. 

Se deben establecer protocolos específicos de actuación y de derivación para la intervención 
social integral en materia de violencia de género en el sistema educativo de todas las 

Comunidades Autónomas y mecanismos de apoyo económico a las familias de niñas, niños y/o 
adolescentes cuando tienen que cambiarlas de centro o de localidad debido a situaciones de 
violencia de género. También se debe proceder a la recopilación y difusión de buenas prácticas 
en este ámbito. 

 

25º. Consideramos que la atención sanitaria de las personas menores víctimas de violencia de 
género debe mejorarse, elaborando Protocolos de intervención integral específicos en caso de 
violencia de género sobre personas menores e incrementando los recursos en salud mental para 
atender a los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia de género. 

 

26º. Detectamos disfuncionalidades que deben ser corregidas en el plano social respecto a las 
personas menores de edad, siendo necesario instar a las Administraciones autonómicas 
competentes a que, desde la valoración del riesgo conforme a la Ley Orgánica 8/2015 de 22 de 
julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia, inicien expedientes 
de intervención global e integral con las familias de las personas menores de edad víctimas de 
violencia de género. 

 

27º. Concluimos que la situación de las personas menores de edad que quedan huérfanas tras la 
muerte de su madre como víctima de violencia de género requiere elaborar protocolos específicos 
para la intervención de los Servicios Especializados de apoyo e intervención psicológica en la 
situación de crisis en caso de muerte, acelerar los procesos de otorgamiento de la guardia y 
custodia a los familiares y concederles un tratamiento similar al de las personas menores 
huérfanas del terrorismo. 


